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1. Norma revisada
LEY 1516 DE 2012 (Febrero 6), aprobatoria de la “Convención sobre la protección y la promoción de la diversidad de expresiones culturales”, firmada en París el 20 de octubre de 2005.
 
2. Decisión
Primero.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1516 de 2012, “Por medio de la cual se aprueba la Convención sobre la protección y la promoción de la diversidad de expresiones culturales”, firmada en París el 20 de octubre de 2005.
Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la “Convención sobre la protección y la promoción de la diversidad de expresiones culturales”, firmada en París el 20 de octubre de 2005.
 
3. Síntesis de los fundamentos
Examinado el trámite surtido por el proyecto que culminó en la expedición de la Ley 1516 de 2012, aprobatoria de la “Convención sobre la protección y la promoción de la diversidad de expresiones culturales”, firmada en París el 20 de octubre de 2005, la Corte concluyó que se había cumplido a cabalidad con los requisitos, etapas y procedimiento estipulado en la Constitución y el Reglamento del Congreso de la República. En cuanto se refiere a la exigencia de consulta previa a las comunidades étnicas, la Corte constató que la Convención no contiene medidas que afecten de forma directa a las comunidades étnicas colombianas, de manera que su consulta previa no se tornaba obligatoria y que cualquier afectación que se pueda derivar del tratado internacional revisado frente a estos grupos, no es distinta de la que se produce para los demás colombianos, la cual proviene del efecto general que, en principio, tienen las leyes y los tratados internacionales, lo que excluye la presencia de una afectación directa. No obstante, precisó que en caso de que algunos de los desarrollos legislativos y reglamentarios del tratado internacional en revisión afecten directamente a las comunidades étnicas, el Gobierno estará obligado a adelantar la consulta previa de esas medidas legislativas o administrativas en los términos que han sido delimitados por la jurisprudencia constitucional, cuyo incumplimiento habilita a las comunidades étnicas afectadas para acudir a las acciones de tutela o de inconstitucionalidad, según sea el caso. 
Por otra parte, la Corte determinó que el contenido de la Convención es compatible con los principios y preceptos consagrados en la Constitución Política, puesto que se dirigen a proteger y difundir la diversidad cultural como presupuesto esencial para el mantenimiento de la dignidad humana y la adecuada interacción social entre los individuos y las comunidades en un mundo diverso y multicultural. En razón de su finalidad y objetivos, orientados a la valorización y a la protección de las culturas y por ende, de las identidades nacionales, frente a los peligros de la homogeneización en un mundo globalizado, la Convención desarrolla el mandato constitucional que impone al Estado colombiano, la obligación de reconocer y proteger la diversidad étnica y cultural de la Nación (arts, 1, 7 y 70 CP), expresión de las distintas formas de vida y concepciones del mundo, resultado de las diferentes razas, religiones, lenguas, economías y organizaciones políticas. En los objetivos se aprecia una apuesta por la interculturalidad, entendida como la necesidad de diálogo entre culturas en igualdad de condiciones, de la cual pueden surgir elementos compartidos. 
Ahora bien, la Corte resaltó que la protección que otorga la Constitución a los grupos étnicos y culturales de la Nación es integral y omnicomprensiva. A través del reconocimiento y protección de las diversas expresiones culturales que plasman formas de vida y sistemas de comprensión del mundo distintos, la Convención se propone contribuir a la consolidación de una democracia incluyente y participativa necesaria para construir la paz y lograr prosperidad de todas las naciones, propósitos que en nada contravienen nuestra Constitución Política y que por el contrario, reafirman el derecho soberano del Estado colombiano a conservar, adoptar y aplicar políticas y las medidas que estime apropiadas para la protección y promoción de la diversidad de sus expresiones culturales. 
En consecuencia, la Corte procedió a declarar ajustadas a la Constitución tanto en el aspecto formal, como material, la “Convención sobre la protección y la promoción de la diversidad de expresiones culturales”, firmada en París el 20 de octubre de 2005 y la Ley 1516 de 2012, aprobatoria de este tratado. 
 
 
